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Honorable Cámara de Diputados

de la Provincia de Buenos Aires


EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y
Régimen Específico de Contratación de Publicidad Oficial

Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por finalidad regular la producción, distribución, asignación y contratación de la publicidad oficial que realice la Administración Central y demás entidades y jurisdicciones integrantes del Sector Público Provincial, entidades autárquicas, empresas y sociedades del estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria y sociedades de economía mixta, estableciendo el correspondiente sistema de control y la responsabilidad de los funcionarios que incumplan sus disposiciones.

Artículo 2º.- Definición. A los efectos de la presente Ley se entiende por publicidad oficial a toda comunicación, anuncio, campaña, aviso, mensaje, de carácter tarifado o no, efectuada a través de cualquier medio de comunicación y en cualquier soporte, promovida por los sujetos que se indican en el artículo 1º de la presente Ley. 
Queda expresamente prohibido que la contratación de Publicidad Oficial se realice por intermedio de terceros.

Artículo 3°.- Exclusión. Quedan excluidos de la aplicación de esta Ley las disposiciones de contenido normativo, los actos administrativos de alcance general o particular, y toda otra información que deba ser difundida en virtud de una manda legal.

Queda excluida también toda publicación efectuada en el Boletín Oficial e Impresiones del Estado de la Provincia de Buenos Aires.
Artículo 4º.- Principios. La publicidad oficial se regirá por los principios de interés general, publicidad, transparencia y acceso a la información, igualdad y no discriminación, concurrencia, motivación, veracidad, diversidad y pluralidad, responsabilidad, razonabilidad, eficiencia y eficacia, austeridad en el gasto y accesibilidad.

Artículo 5°.- Propósitos. La publicidad oficial deberá servir los siguientes propósitos:

a. afianzar los valores, las instituciones democráticas y los principios, derechos y garantías establecidos en la Constitución Nacional, los Tratados de Derechos Humanos y la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 

b. difundir las políticas, programas, servicios e iniciativas gubernamentales que se encuentren efectivamente disponibles para los habitantes; 

c. difundir y promocionar la cultura y el patrimonio histórico y natural de la Provincia; 

d. comunicar programas y actuaciones públicas de relevancia e interés social, profundizando la valorización del federalismo y el sistema republicano; 

e. garantizar el derecho fundamental de acceso a la información pública en forma igualitaria a toda la población; 

f. promover la participación de la población; 

g. promover el ejercicio efectivo de los derechos y obligaciones de la sociedad; y
h. otorgar transparencia y control a la asignación de fondos públicos.

Artículo 6°.- Contenido. La publicidad oficial debe ser clara, comprensible, oportuna, necesaria y relevante para toda la población. Debe estar identificada claramente como tal, indicando en forma expresa la dependencia que produce la información difundida, el organismo contratante y su financiamiento a través de recursos públicos.
Artículo 7°.- Idioma. En las comunicaciones a las que se refiere el artículo 2° se empleará el idioma castellano y, además, atendiendo al ámbito territorial de la difusión, las lenguas de los pueblos originarios a quienes la publicidad esté destinada. 
Artículo 8º.- Prohibiciones. La publicidad oficial no podrá:

a. incluir el nombre, la voz, la imagen o cualquier elemento identificable con algún funcionario vinculado a los sujetos indicados en el artículo 1º ni de candidatos a cargos electivos;

b. promover, directa o indirectamente, los logros de la gestión de gobierno ni contener orientación partidaria alguna;

c. contener mensajes discriminatorios o contrarios a los valores constitucionales ni que hagan apología del odio nacional, racial o religioso, que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo;

d. promover comportamientos contrarios al orden republicano y democrático;
e. generar una imagen o impresión negativa o descrédito de una persona física o jurídica, de partido, o de cualquier entidad crítica del gobierno, ni de otros poderes del Estado;
f. contener manifestaciones engañosas o que impliquen marginación o perjuicio fundado en razones ideológicas o políticas;

g. inducir a confusión con símbolos, ideas, expresiones, diseños o imágenes empleados por cualquier agrupación política u organización social;
h. utilizarse como subsidio destinado al sostenimiento de los medios de comunicación;
Artículo 9°.- Publicidad durante procesos electorales. No podrán desarrollarse campañas de publicidad oficial comprendidas en la presente Ley durante los treinta y cinco (35) días anteriores a la fecha fijada para la celebración del acto comicial en el que la participación del cuerpo electoral sea de carácter obligatorio.

Queda exceptuada la publicidad emitida por los organismos electorales en relación al proceso eleccionario en curso, aquella que resulte imprescindible para la salvaguarda del interés público, la referida a situaciones de emergencia o catástrofe.

Artículo 10º.- Autoridad de Aplicación. Créase como organismo descentralizado y autárquico en el ámbito de la Jefatura de Ministros de la Provincia de Buenos Aires, el Consejo Provincial de Publicidad Oficial (CONPROPO), el que ejercerá las funciones de autoridad de aplicación de la presente Ley.

Artículo 11°.- Naturaleza y domicilio. La Autoridad de Aplicación poseerá plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado y su patrimonio estará constituido por los bienes que se le transfieran y los que adquiera en el futuro por cualquier título. Tendrá su sede principal en la Ciudad de La Plata y deberá establecer al menos una (1) delegación en cada distrito, región o ciudad de la Provincia de Buenos Aires, con un mínimo de una (1) delegación en cada localidad de más de cien mil (100.000) habitantes.

Artículo 12º.-Misiones y funciones. La Autoridad de Aplicación tendrá las siguientes misiones y funciones:

a. aplicar, interpretar y hacer cumplir la presente Ley y normas reglamentarias;

b. elaborar y aprobar los reglamentos que regulen el funcionamiento del Directorio y dictar los reglamentos, resoluciones y normas de procedimiento que resulten necesarios para el mejor ejercicio de sus funciones;

c. planificar, distribuir, controlar y evaluar la emisión de publicidad oficial;

d. elaborar y actualizar, en base a las propuestas elaboradas por los sujetos indicados en el artículo 1° de la presente Ley, el Plan Anual de Publicidad Oficial, a ser elevado a la Comisión Bicameral de Control y Seguimiento de la Publicidad Oficial de la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires para su aprobación;

e. elaborar el Informe Semestral de Ejecución del Plan Anual de Publicidad Oficial a ser elevado a la Comisión Bicameral de Control y Seguimiento de la Publicidad Oficial de la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires para su evaluación, así como los reajustes que se efectúen por causas excepcionales y de emergencia;

f. instrumentar los procedimientos para la distribución, asignación y contratación de la publicidad oficial conforme los principios y criterios establecidos en esta Ley;

g. confeccionar, publicar y mantener actualizado, en su sitio web, el Plan Anual de Publicidad Oficial y su grado de ejecución, el Registro Público Provincial de Publicidad Oficial, los Informes Semestrales de Ejecución del Plan Anual de Publicidad Oficial, las contrataciones efectuadas por campaña con indicación del sujeto solicitante, los medios utilizados, las mediciones de circulación, clientes o audiencia utilizada, los informes de auditoría o control posterior, y toda la información que sea solicitada para cumplir con el principio de transparencia y el acceso a la información pública;
h. efectuar las mediciones requeridas para la asignación de publicidad oficial conforme a los criterios establecidos en la presente Ley, así como también el control de la emisión y evaluación de la eficacia y eficiencia de la publicidad pautada;
i. fiscalizar y verificar el cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley; 

j. aplicar las correspondientes sanciones por incumplimiento de la presente ley, sus reglamentaciones y sus actos administrativos, bajo control judicial pleno y oportuno, incluso cautelar;

k. resolver en instancia administrativa los recursos y reclamos, así como las presentaciones que se efectúen solicitando la cesación inmediata o la rectificación de aquella publicidad oficial contraria a las prohibiciones y previsiones establecidas en la presente Ley;

l. promover una sana competencia así como la diversidad y pluralidad, para favorecer el ejercicio del derecho humano a la libertad de expresión y la comunicación;

m. fiscalizar, percibir y administrar los fondos provenientes de las multas por incumplimiento, y administrar los bienes y recursos del organismo;

n. garantizar el respeto a la Constitución Nacional, las Leyes y Tratados Internacionales y la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

ñ. ejercer su conducción administrativa y técnica, y establecer su estructura organizativa y funcional; y

o. nombrar, promover y remover a su personal; y

p. elaborar el proyecto de presupuesto anual para su funcionamiento.
Artículo 13º.- Directorio. La conducción y administración del Consejo Provincial de Publicidad Oficial será ejercida por un directorio integrado por tres (3) miembros, uno (1) designado por el Ejecutivo Provincial, elegido por concurso público de oposición y de antecedentes, y los otros dos (2) uno por cada una de las Cámaras, los cuales deberán ser miembros de la segunda minoría.

El presidente y los directores no podrán tener intereses o vínculos con los asuntos bajo su órbita en las condiciones de la ley 25.188.

Los directores deben ser personas de alta calificación profesional en materia de comunicación social y/o publicidad y poseer una reconocida trayectoria democrática y republicana, pluralista y abierta al debate y al intercambio de ideas diferentes. Queda terminantemente prohibido nombrar dentro del directorio a legisladores que hayan terminado su mandato hasta un (1) año antes de la conformación de la autoridad.
Previo a la designación, el Poder Ejecutivo nacional deberá publicar el nombre y los antecedentes curriculares de las personas propuestas para el directorio.

El presidente y los directores durarán en sus cargos cuatro (4) años y podrán ser reelegidos por un período. La conformación del directorio se efectuará dentro de los dos (2) años anteriores a la finalización del mandato del titular del Poder Ejecutivo nacional, debiendo existir dos (2) años de diferencia entre el inicio del mandato de los directores y del Poder Ejecutivo nacional.

El presidente y los directores sólo podrán ser removidos de sus cargos por incumplimiento o mal desempeño de sus funciones o por estar incurso en las incompatibilidades previstas por la ley 25.188. 

El presidente del directorio es el representante legal del Consejo, estando a su cargo presidir y convocar las reuniones del directorio, según el reglamento dictado por la autoridad de aplicación en uso de sus facultades.

Las votaciones serán por mayoría simple.

Artículo 14°.- Comisión Bicameral para el Control y Seguimiento de la Publicidad Oficial. Crease la Comisión Bicameral para el Control y Seguimiento de la Publicidad Oficial en el ámbito del Poder Legislativo Provincial, la que estará integrada por ocho (8) Diputados y (8) Senadores. Cada Cámara elegirá dos (2) representantes por la mayoría, primera, segunda y tercera minoría, o en caso de no haber mayoría, dos (2) por cada una de las primeras cuatro minorías, según la composición de la Cámara al momento de la elección. Queda terminantemente prohibido computarse para la misma la conformación de interbloques. Dentro de sus miembros elegirán un (1) presidente, un (1) vicepresidente y un (1) secretario; el cargo será ejercido en forma alternada por un representante de cada Cámara. El Presidente será designado a propuesta del bloque político de oposición con mayor número de legisladores en la Cámara que le corresponda la presidencia durante ese período.

Artículo 15°.- Competencia. La Comisión Bicameral para el Control de la Publicidad Oficial tendrá las siguientes funciones:
a. controlar que las campañas de Publicidad Oficial sirvan con objetividad a los intereses generales y se adecuen a los principios enunciados en la presente ley;

b. fiscalizar el procedimiento del concurso público de oposición y de antecedentes que llevará a cabo el Poder Ejecutivo para proponer al funcionario/a que dirigirá el Consejo;

c. emitir opinión, a través de un dictamen vinculante, sobre los antecedentes que fueron base del concurso de la propuesta del Poder Ejecutivo Nacional, para la designación del funcionario/a que dirigirá el Consejo Provincial de la Publicidad Oficial;

d. emitir opinión, a través de un dictamen vinculante, sobre la remoción del funcionario responsable del Consejo Provincial de la Publicidad Oficial;
e. analizar y aprobar el Plan Anual de Publicidad Oficial y el Informe Semestral de Ejecución remitidos por el Consejo Provincial de la Publicidad Oficial;

f. vigilar que no se incurra en ninguna de las prohibiciones contempladas en la presente Ley;

g. investigar si el Estado no está pagando Publicidad Oficial a precios más altos que los de mercado;

h. controlar el cumplimiento de los métodos utilizados por las empresas y/u organismos medidores de audiencia, así como por las Universidades Nacionales con las que se haya firmado convenios a tal fin;

i. analizar las presentaciones efectuadas por los medios de comunicación, productoras independientes o agencias de publicidad afectados, en virtud de las prohibiciones establecidas y dictaminar en consecuencia;

j. Convocar a participar del seguimiento del Plan Anual de Publicidad Oficial a las Universidades Nacionales, las asociaciones de periodistas y de medios de comunicación con personería jurídica provincial y nacional, y otras organizaciones de la sociedad civil que aborden la temática.
Artículo 16°.- Plan Anual de Publicidad Oficial. El Consejo Provincial de la Publicidad Oficial debe desarrollar un Plan Anual de Publicidad Oficial que contenga la estrategia de comunicación de los sujetos mencionados en el artículo 1°, de conformidad con las definiciones establecidas en la presente Ley, de forma tal que cada uno de los organismos del Estado que realice publicidad, tendrá la obligación de confeccionar un plan de publicidad, debiendo especificar el porcentaje de su presupuesto publicitario que destinará a cada una de las categorías de medios de difusión, con su debida justificación para el próximo año, el que será elevado antes del 1º de septiembre de cada año a la Comisión Bicameral para el Control y Seguimiento de la Publicidad Oficial para su aprobación.

En el Plan Anual de Publicidad Oficial deben especificarse los siguientes datos, para cada una de las campañas de publicidad oficial previstas por los sujetos comprendidos en el artículo 1° de la presente ley:

a. objetivo, descripción y fundamento que justifique la campaña;
b. organismos y entidades solicitantes y afectadas;
c. sentido de los mensajes;
d. destinatarios de los mensajes; 
e. costo estimado de diseño y producción;
f. presupuesto estimado de difusión;
g. medio de comunicación propuesto;
h. oportunidad y período de ejecución en cada caso;
i. detalle de franjas horarias y unidad de tiempo a difundir en medios audiovisuales, centimetraje en los medios gráficos y/o tiempo en Internet y/o en publicidad estática, o por cualquier otra medida uniforme que sirva a tal fin;
j. presupuesto estimado para cada medio de comunicación; y
k. características que deben reunir los medios de comunicación para que la campaña de publicidad oficial alcance los objetivos propuestos de acuerdo a lo establecido en la presente Ley.
Artículo 17°.- Informe Semestral de Ejecución del Plan Anual de Publicidad Oficial. El Consejo Provincial de la Publicidad Oficial elaborará un Informe Semestral de Ejecución del Plan Anual de Publicidad Oficial teniendo como base la ejecución de la publicidad oficial, que deberá ser elevado a la Comisión Bicameral de Control y Seguimiento de la Publicidad Oficial para su análisis y aprobación en las siguientes fechas o con anterioridad a ellas: 30 de septiembre, para la actividad desarrollada entre los meses de enero y junio del mismo año; y 31 de marzo, para la actividad desarrollada entre los meses de julio y diciembre del año anterior.

El Informe Semestral de Ejecución deberá especificar:

a. medios con los cuales el Consejo contrató publicidad, detallando área de cobertura y arraigo de cada uno de los oferentes que concretaron la contratación;
b. gastos por tipo de medio y por organismo;
c. costo de las campañas, se encuentren o no finalizadas, y de cada espacio publicitario adquirido, indicando su precio y forma de pago;
d. tema central del mensaje publicitario difundido y copia del mismo;
e. identificación, área de cobertura, arraigo, audiencia, visitas o tiraje, según corresponda, de los medios seleccionados; y
f. razones que hayan justificado la selección del medio utilizado.
Artículo 18º.- Asignación de la Publicidad Oficial. Reserva ante Emergencias. El Consejo Provincial de Publicidad Oficial destinará entre el diez por ciento (10%) y el veinte por ciento (20%) del presupuesto total previsto para publicidad oficial, para llevar a cabo las campañas no previstas en el Plan Anual de Publicidad Oficial. La utilización de dichos fondos debe rendirse al presentarse el Informe Semestral de Ejecución establecido en el artículo 17 de la presente Ley.

Estas campañas de Publicidad Oficial, deberán ajustarse, en todos los casos, a lo dispuesto en la presente Ley y sólo podrán ser motivadas por una emergencia declarada como tal por la Legislatura Provincial sin excepción.
Artículo 19°.- Equidad en el Acceso. Ningún medio de comunicación, productora independiente o agencia de publicidad, o conjunto de ellos pertenecientes a un mismo titular, podrá acceder a más de un diez por ciento (10%) de los recursos totales de publicidad oficial. Los medios públicos nacionales, provinciales y/o municipales, para acceder a la publicidad oficial, deberán ajustarse al procedimiento de asignación establecido en la presente Ley.

Artículo 20°.- Criterios de Selección. Para asegurar los principios y el objeto de la presente ley, el Consejo Provincial de Publicidad Oficial deberá atenerse estrictamente a los siguientes criterios de selección:

a. pertinencia entre el objetivo y la población destinataria de la campaña y el perfil, ubicación territorial y zona de influencia del medio.
b. proporcionalidad entre el interés público comprometido, los recursos asignados y la finalidad de la campaña. La pauta publicitaria debe estar sustentada en la necesidad de la comunicación concreta;

c. el precio de la pauta publicitaria ofrecida por el medio de comunicación, productora independiente o agencia publicitaria deberá guardar relación con los precios finales que por los mismos espacios paguen los anunciantes privados;
d. medios de exclusiva realización y producción local de acuerdo al arraigo sobre la localización del mensaje a ser publicitado en la región o localidad;
Al momento de adjudicar un contrato de publicidad, los criterios y su forma de evaluación deben aparecer claramente expuestos y fundados. Debe buscarse la efectividad del mensaje y la racionalidad en el uso de los fondos públicos.

Artículo 21°.- Posibilidad de Igualar Oferta. A fin de garantizar el pluralismo informativo, la Autoridad de Aplicación, antes de asignar publicidad oficial a un medio en particular, deberá ofrecer mediante notificación a los demás medios registrados con cobertura semejante a la del medio que se haya elegido conforme a las pautas anteriores, y que cumpliesen con todos demás requisitos establecidos, la posibilidad de igualar precio para la asignación a ellos, en conjunto, del 50% de la publicidad oficial prevista.

Artículo 22°.- Requisitos para la asignación. Los medios de comunicación, productoras independientes o agencias de publicidad que tengan interés en emitir y/o recibir campañas de publicidad oficial, deben cumplir con los siguientes requisitos:

a. estar inscriptos en el Registro Provincial de Publicidad Oficial;
b. Acreditar los medios de comunicación, las productoras independientes y las agencias de publicidad un (1) año de permanencia en la actividad, y dos (2) años los portales de Internet;
c. acreditar la licencia o autorización respectiva para la explotación del medio de comunicación que se trate en caso de corresponder, conforme la Ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual;
e. presentar semestralmente, en el caso de los medios gráficos o de Internet, la declaración del tiraje o la cantidad aproximada de visitas, respectivamente, identificando la diagramación o programación donde se ubicará la publicidad oficial;
g. presentar, en el caso de las productoras independientes, idéntica documentación a la de los medios donde se emitan o publiquen sus producciones; y
i. autorizar expresamente al Consejo Provincial de Publicidad Oficial a publicar en su página web y en la del organismo pertinente, toda la información suministrada en el Registro Público Provincial de Publicidad Oficial, y que se cumpla con el acceso a la información pública.
Artículo 23°.- Contratación. La contratación de las campañas de publicidad oficial se realizará teniendo en cuenta las normas vigentes en materia de contratación del Estado Provincial y, con resolución fundada en la Ley, requiriendo que se consignen los criterios considerados para las asignaciones.

La contratación de espacios publicitarios será anual para aquellos organismos que requieran campañas de publicidad oficial de manera habitual, y el espacio adquirido no utilizado en un ejercicio puede ser utilizado únicamente en el siguiente.

Artículo 24°.- Registro Público Provincial de Publicidad Oficial. La Autoridad de Aplicación deberá llevar un Registro Público Provincial de Publicidad Oficial. En el Registro deberán inscribirse los medios gráficos, de servicios de comunicación audiovisual y los portales de Internet que estén interesados en ser adjudicatarios de publicidad oficial. Los medios de comunicación públicos, estatales o no estatales, nacionales, provinciales y municipales, también deben inscribirse en el Registro y cumplir con lo establecido en la presente.

Artículo 25º.- Requisitos. Es condición para integrar el Registro Público Provincial de Publicidad Oficial la acreditación de la calidad de adjudicatarios de licencias otorgadas por el Poder Ejecutivo Nacional de conformidad con la Ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual, cuya licencia tenga más de tres (3) años de antigüedad sin suspensiones ni interrupciones, al momento de la solicitud de inscripción.
Artículo 26º.- Sanciones. Los responsables de planificar y elaborar los anuncios oficiales, así como los funcionarios encargados de realizar las licitaciones y asignaciones de la pauta oficial quedan sometidos al cumplimiento de las disposiciones establecidas en la presente Ley. Su incumplimiento será considerado como una falta grave en el desempeño de la función pública por administración fraudulenta de los fondos públicos. 

Los medios de comunicación que incumplieren las previsiones establecidas en la presente Ley y sus reglamentaciones serán sancionados con multa del cero coma uno por ciento (0,1%) al diez por ciento (10%) de la facturación de publicidad privada obtenida en el mes anterior a la comisión del hecho pasible de sanción y/o suspensión de la asignación de publicidad oficial dependiendo de la gravedad de la falta. Las multas previstas en la presente Ley se destinarán a solventar los gastos de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 27°.- El Poder Ejecutivo reglamentara la presente Ley en el plazo de noventa días a partir de su entrada en vigencia.

Artículo 28°.- De forma.

Fundamentos

Señor Presidente:
La falta de lineamientos legales claros y concretos atentan contra la transparencia y la discrecionalidad en materia de publicidad oficial afectando lisa y llanamente la libertad de prensa y la de expresión.

Resulta fundamental dar publicidad a los gastos del Sector Público en esta materia, por cuanto uno de los principios republicanos es la “publicidad” y “transparencia” de los actos de gobierno como presupuesto sobre el que se sustenta la soberanía popular.

De acuerdo con la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de  Derechos Humanos (CIDH), la publicidad oficial  incluye “los anuncios pagados en la prensa, la radio o la televisión, el material de  software y video producido por el gobierno o patrocinado por éste, la campañas a base de folletos, el material publicado en Internet, las exposiciones, etc.” (CIDH,  2004). 

La finalidad de la publicidad oficial es informar a la población sobre asuntos de interés público, lo cual incluye temas de seguridad, salud, educación, entre otros. Así, la Relatoría nos dice que “el uso de los medios de comunicación para trasmitir información es una herramienta importante y útil  para los Estados y aporta una ganancia por publicidad imperiosamente necesaria para los medios de comunicación”.

En tal sentido, el presente régimen regulatorio de la publicidad oficial tiene como objeto regular el contenido, la producción, distribución, contratación, control y el seguimiento constante de la publicidad oficial, para que ésta no sea utilizada como herramienta para silenciar voces disidentes. Esto se debe a que cuando el Estado asigna esos recursos en forma discriminatoria se viola flagrantemente la libertad de expresión.

El Estado no puede negarle ingresos por publicidad a algunos medios, con base en criterios discriminatorios, que atentan contra los principios fundamentales establecidos en nuestra Carta Fundamental. Tal como sostiene la Asociación por los Derechos Civiles (ADC), “El manejo discrecional de la pauta publicitaria impacta negativamente sobre la libertad de expresión cuando se la usa para beneficiar a los medios de comunicación afines y para acallar las voces críticas. La utilización propagandística de estos fondos públicos, además, puede actuar como un factor desequilibrante en la contienda electoral. Bien utilizada, en cambio, la publicidad oficial puede ser un instrumento importante en la gestión y comunicación de políticas públicas, la promoción de derechos y el impulso a la participación ciudadana, así como un mecanismo para dar visibilidad a las acciones del gobierno y las instituciones. (…) la publicidad oficial debe entenderse como un canal de comunicación entre el Estado y la población, que sirva para difundir información clara, objetiva, necesaria, útil y relevante. En ese sentido, es importante conocer y controlar a qué campañas y avisos publicitarios han sido efectivamente destinados los fondos públicos”.
En tal sentido, la presente Ley restablece y profundiza esos principios, para darle mayor sentido a nuestra forma de gobierno republicana. La infundada adjudicación a un medio y la negativa a otro de contratar publicidad oficial importa, además, afectar el principio de igualdad consagrado en la Constitución Nacional, pues supone un ejercicio arbitrario de las facultades discrecionales que, como se destacó, deben siempre respetar el principio de la razonabilidad. Ésto fue claramente expresado en la Declaración de Chapultepec, adoptada por la Conferencia Hemisférica sobre Libertad de Expresión celebrada en México el 11 de marzo de 1994.
En referencia al Proyecto de Ley, en primer lugar debo decir que es fruto de la comparación de más de 25 proyectos presentado en la Cámara de Diputados de la Nación y el Senado, que también existe un abordaje desde el derecho comparado, buscando la legislación más acorde para ser aplicada entre nosotros.

En cada uno de los artículos, se encuentra expresado lo establecido en los tratados de Derechos Humanos, así el Art. 13.3 del Pacto de San José de Costa Rica y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Art. 19, de forma tal de propender a que en la designación de la pauta oficial se cumplan los principios de transparencia, interés general, pluralismo, veracidad, objetividad, razonabilidad, eficiencia en el gasto.

Esta Ley busca afianzar las instituciones democráticas y los valores, principios, derechos y garantías establecidas en el bloque federal de constitucionalidad. La asignación de la pauta se aplica a toda la Administración Central y demás entidades y jurisdicciones integrantes del Sector Público Provincial, entidades autárquicas, empresas y sociedades del estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria y sociedades de economía mixta.

Para no extendernos en los fundamentos, nada mejor que reseñar lo expresado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, señalando que la libertad de expresión puede verse conculcada a través de vías no solamente directas -como sería la clausura de un periódico- sino también indirectas. Entre estas últimas, los Dres. Fayt, Petracchi y Bossert señalaron que "...el manejo discrecional en la entrega de la publicidad oficial."; y reforzaron su posición diciendo que "Cada una de éstas minan las bases sobre las que se asienta la prensa, que sigue siendo condición necesaria para un gobierno libre..." ("Emisiones Platenses S.A. s/ Acción de Amparo", 12 de junio de 1997, considerando 24 de la disidencia).
La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en autos "Editorial Río Negro c/ Provincia del Neuquén" sostiene que "Tal como se manifestó ut supra el gobierno debe evitar las acciones que intencional o exclusivamente estén orientadas a limitar el ejercicio de la libertad de prensa y también aquellas que llegan indirectamente a ese resultado. Es decir, basta con que la acción gubernamental tenga ese objetivo para que se configure un supuesto de afectación a dicha libertad. Es por ello, que no resulta necesario la asfixia económica o quiebre del diario, supuesto que, por otro lado, se configuraría en casos de excepción. Por lo demás, la afectación económica debe examinarse no sólo en relación a la pérdida por no recibir publicidad oficial, sino también por la disminución en la venta de diarios en tanto muchos lectores se verán obligados a informarse por otros medios acerca de la gestión pública", esta situación atenta contra la libertad de expresión y afecta lisa y llanamente el orden democrático.
En suma, el presente proyecto viene a cumplir con lo establecido en la reforma constitucional de 1994, y el Estado Provincial no puede hacer caso omiso a esta realidad. Creemos que esta Ley debe ser debatida para que la prensa no sea presa de los designios del Gobierno de turno, sino que tenga toda la libertad para dar a conocer al ciudadano la realidad. No sirve mostrarse como garante de las libertades y al mismo tiempo amordazar a la prensa libre bajo la discrecionalidad del manejo de los fondos en lo que respecta a la publicidad.

La finalidad de la misma debe ser nada más ni nada menos el interés general, la no discriminación evitando prejuicios fundados en razones ideológicas, políticas y/o partidarias, las cuales van en detrimento del Estado Constitucional y Convencional de Derecho. Es hora que podamos entre todos buscar esos canales comunes, y dar una legislación de avanzada a la Provincia de Buenos Aires.

Por ello, solicito a mis pares el tratamiento y la aprobación del presente proyecto.
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